ASUNTO: EXPEDIENTE/SOLICITUD (según el asunto de que se trate: licencia de obra mayor, menor, de primera ocupación, segregación, cambio de uso, consulta urbanística previa, instalación de ascensores...) número:
 

INTERESADo: Don / Doña (nombre del interesado) 
 

 

EXCMA. SRA. DEFENSORA DEL PUEBLO
Calle Zurbano, 42 
28010 MADRID
 
QUEJA POR INACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DEL ÁREA DE URBANISMO E INDUSTRIAS DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE LEGANÉS en RELACIÓN CON EL EXPEDIENTE/SOLICITUD ARRIBA INDICADO
 
Don                                                                          , con N.I.F. n.º                  ,y domicilio en Leganés (Madrid), calle                                                       , ante esta Alta Comisionada de las Cortes Generales comparece en tiempo y forma y, como mejor proceda en Derecho:
expone

1.      Que con fecha presente solicitud de (licencia obra mayor, primera ocupación, consulta previa a instalación de ascensor en edificio residencial, consulta de inicio de actividad…) correspondiente al expediente identificado en el encabezamiento del presente escrito sin que, habiendo transcurrido xxxxxxxxxxxx meses, haya recibido resolución o requerimiento alguno por parte de los servicios técnicos de urbanismo e industrias del Excmo. Ayuntamiento de Leganés.
2.      Que, como titulares del derecho constitucional a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías (art. 24.1 de la Constitución), queda claro el derecho subjetivo e interés legítimo de esta parte para elevar la presente queja a tan Alta Comisionada de las Cortes Generales, a tenor de lo dispuesto en el art. 10 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de Abril, del Defensor del Pueblo (en adelante, LODP).
3.      Que independiente del carácter estimatorio o desestimatorio de la solicitud formulada por transcurso del plazo máximo para resolver (institución del silencio administrativo positivo o negativo), el art. 21.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas establece que “la Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación”, de acuerdo con el régimen establecido en el art. 24.3 del citado cuerpo legal: 
“a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio”.
4.      Que por razones de seguridad jurídica de los ciudadanos, toda vez que en ningún caso se pueden adquirir por silencio administrativo facultades o derechos que pudieran contravenir la ordenación territorial, urbanística o ambiental, es preciso conocer de forma expresa la resolución administrativa que conceda o deniegue los derechos o facultades solicitadas. 
En el primer caso, porque la adquisición de derechos o facultades por silencio administrativo positivo puede ser objeto de una ulterior revisión de oficio - por entender la Administración municipal que es nulo de pleno derecho el acto administrativo “ficticio” de concesión de los mismos - con el consiguiente perjuicio económico de quien, confiado en el reconocimiento de su pretensión por su apariencia jurídica de legalidad, se ve privado de los derechos o facultades adquiridos con el paso de los años. 
En el segundo, porque la denegación de derechos y facultades por silencio administrativo negativo sitúa al ciudadano en una absoluta indefensión frente a la Administración que no manifiesta los motivos técnicos o jurídicos que fundamentaron la desestimación de su pretensión, obligándole a incurrir en gastos judiciales que de otra forma no tendría que soportar.
No puede primarse la inactividad de la Administración colocándola en mejor situación que sí hubiera cumplido su obligación de resolver, por cuanto está en sus manos evitar los efectos distorsionadores de la adquisición o denegación de derechos con la simple resolución del expediente en plazo.
5.      Que, en lugar de actuar como exigen el art. 71 de la Ley 39/2015, es decir, con “celeridad”, y el art. 20 de esa misma Ley adoptando “las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos”, el Ayuntamiento de Leganés deja transcurrir el plazo establecido para resolver el procedimiento del que trae causa la solicitud presentada vulnerándose, como hemos señalado, los derechos y garantías constitucionales del art. 24 de la Constitución.
6.      Que, en consecuencia, por esta parte, procede:

solicitar

1.      Se tenga por presentado en tiempo y forma este escrito.
2.      Se admita a trámite esta queja, iniciándose así por parte de esa Alta Comisionada de las Cortes Generales la oportuna investigación sumaria e informal establecida en los arts. 9.1 y 18.1 de la LODP para el esclarecimiento de los hechos y, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 12.1, 18.2, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 28, 29, 30 y 31 de dicha Ley Orgánica, se dicte la correspondiente advertencia, recomendación, recordatorio de sus deberes legales o sugerencia para la adopción de nuevas medidas, tendentes a la delimitación de las responsabilidades en que hubieran podido incurrir los siguientes funcionarios y Autoridades:
       

1 – Al Excmo. Alcalde del Ayuntamiento de Leganés como titular de las competencias de urbanismo e industrias. 
2 - Al Director General de Urbanismo e Industrias.
         

3- Al Sr./Sra. Jefe del Servicio de Urbanismo y de Industrias del Excmo. Ayuntamiento de Leganés, y demás funcionarios encargados de la tramitación del expediente arriba referido, dándose cuenta a esta parte de las actuaciones realizadas por los mismos en relación con la solicitud formulada.
En Leganés,      a de                   de 2.017.
 

Fdo.: 






